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San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diez de junio de dos mil veintiséis. 
V I S T O para resolver en definitiva el Expediente de Responsabilidad Admirativa RA/23/2023-2 y;

R E S U L T A N D O
I. Expediente de Investigación: En fecha veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, el Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular –autoridad Investigadora- ordeno dar inicio al Procedimiento Administrativo de Investigación, bajo el expediente **********; 
 por una presunta falta administrativa atribuida a **********, en su carácter de **********, etapa en la que una vez que se agotaron las diligencias tendientes a la indagatoria, el día trece de abril de dos mil veintiuno se dictó el auto de conclusión, en el que básicamente se determinó: la existencia de elementos constitutivos de responsabilidad administrativa atribuidos de forma presuntiva a la ex servidora pública indiciada, considerando que había cometido la falta administrativa grave de abuso de funciones; en relación a lo cual, finalmente el veinticuatro de agosto de dos mil veintidós la investigadora formulo el informe de presunta responsabilidad administrativa; y en esa misma data lo presento ante la autoridad substanciadora.   
II. Expediente de Substanciación: En fecha treinta de agosto de dos mil veintitrés, 
 el Órgano Interno de Control en la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado–Autoridad Substanciadora- admitió a trámite el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, ordenando formar el expediente **********; dentro del cual se ordenó emplazar a la servidora pública señalada como presunta responsable a fin de que compareciera a la audiencia inicial del asunto; y una vez que fue localizada y emplazada; en fecha treinta de octubre de dos mil veintitrés, se llevó a cabo la audiencia inicial, con lo que una vez concluida la diligencia, se ordenó remitir las constancias del procedimiento a este Tribunal. 
III. Expediente de Resolución. Por último esta autoridad resolutora en fecha trece de diciembre de dos mil veintitrés, dio por recibido el oficio **********, signados por el Lic. **********, en su carácter de Autoridad Substanciadora del órgano Interno de Control de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado, a través de cuál, remitió el original del expediente **********,  mismo que contiene las actuaciones desde la investigación hasta el desahogo de la audiencia de inicial de la presunta responsable dentro del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa; expediente que una vez analizado fue admitido en esta etapa de resolución; y se ordenó notificar a las partes del asunto, lo que aconteció, y en enseguida el nueve de julio de dos mil veinticuatro se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes.

Posteriormente, el cinco de diciembre de dos mil veinticuatro se admitió prueba testimonial ofrecida por la autoridad investigadora, y se señaló fecha y hora para su desahogo; por proveído de treinta de abril de dos mil veinticinco, se fijó nueva fecha y hora para desahogo de la prueba testimonial; en la fecha y hora establecida se hizo constar la inasistencia de las diversas partes del procedimiento, así como de los testigos a cargo de la prueba testimonial. Así mismo, se señaló fecha y hora para el desahogo de la prueba de ratificación de contenido y firma con cargo a la presunta responsable; en fecha y hora señala se hizo constar que no asistió la presunta responsable a fin de desahogar la prueba ofrecida por la autoridad investigadora.

Finalmente, el diez de diciembre de dos mil veinticinco, se abrió periodo de alegatos para las partes; y enseguida el veinticinco de mayo de dos mil veintiséis se tuvo a la autoridad investigadora por formulando, y declaró cerrada la instrucción en el presente asunto y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer y resolver en definitiva el presente asunto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3°, fracción IV, inciso e), párrafo segundo y 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en tanto que se trata de un procedimiento de responsabilidades administrativas instaurado en contra de un servidor público a quien presuntamente se le atribuye la comisión de una falta grave.
SEGUNDO. Prescripción. De conformidad con el artículo 73, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuando se trate de faltas administrativas graves, el plazo de prescripción será de siete años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado.
En ese contexto, si la falta grave atribuida a la presunta responsable, data de sus funciones como entonces **********, con sede en **********, consiste en:  “solicitar dinero para realizar pagos de bienes y servicios de la escuela primaria, recibir dinero, y en su defecto ejercitar la administración del dinero de la asociación, al no encontrarse expresamente precisado dentro de su manual de funciones, se traduce de forma flagrante en un exceso, atribuyéndose facultades que no tiene conferidas, ya que es de reconocido derecho que el servidor público no le es permitido toda aquella actividad para cual no se encuentre facultado dentro de sus funciones.” Lo anterior, se acreditó con recibos de pago de fechas siete de noviembre de dos mil catorce, signados cada uno por la presunta responsable. 
A raíz de lo anterior, se concluyó con la formación del expediente del procedimiento de responsabilidad administrativa en que se actúa; se tiene que el supuesto de prescripción no se actualiza en el presente caso.
TERCERO. Acreditación del Servidor Público. La calidad de servidor público de la presunta responsable se acredita con las órdenes de servicio i) ********** de fecha cinco de noviembre de dos mil nueve, ii) ********** de fecha treinta de mayo de dos mil trece. 
  Además, de las diversas documentales que obran dentro del expediente ********** -procedimiento administrativo de investigación- signados por la presunta responsable en su carácter de **********, con sede en **********
Documentales a las que se reconoce valor probatorio pleno por haber sido emitidas por autoridades en ejercicio de sus funciones, conforme a lo previsto por el artículo 136 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Sin perjuicio de que actualmente la presunta responsable ya no se encuentre laborando en la administración pública municipal, toda vez que, en su caso, ello no le exime de responsabilidad o genera un impedimento para la imposición de la sanción, tal como se corrobora con el criterio sostenido en la tesis cuyo rubro y contenido son los siguientes:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS SANCIONES PREVISTAS EN LA LEY RESPECTIVA SON APLICABLES AUN CUANDO AL MOMENTO DE LA IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN EL INFRACTOR YA NO SE ENCUENTRE LABORANDO EN EL SERVICIO PÚBLICO. 
 Una vez que en el procedimiento respectivo se considera administrativamente responsable a un servidor público, inmediata e inexcusablemente se hace merecedor de la imposición de alguna de las sanciones previstas por el artículo 13 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, restando únicamente a la autoridad individualizar la sanción atendiendo a los elementos a que hace referencia el numeral 14 de dicha ley, sin que de lo dispuesto por este último dispositivo se advierta que uno de los aspectos a considerar para tal efecto sea si al momento de la emisión de la resolución de responsabilidad administrativa el infractor continúa o no laborando en el sector público, de lo que se concluye que tal circunstancia, en su caso, sería un aspecto a considerar al ejecutar la resolución, pero de ninguna forma puede considerarse como una eximente de responsabilidad o un impedimento para la imposición de la sanción, ni mucho menos que afecte la validez de la resolución que se dicta en el procedimiento administrativo correspondiente, máxime que el infractor deberá cumplir la sanción aun cuando ésta se cumpla en el desempeño del nuevo cargo que ocupe, en caso de que reingrese al servicio público. Además, de considerar como cierta la afirmación de que si un servidor público ya no labora dentro del servicio público al momento en que se emite la resolución en la que se le finca responsabilidad administrativa, es un obstáculo para que la autoridad le imponga una sanción, aun cuando ya se le haya considerado administrativamente responsable de la comisión de la conducta infractora, podría llegarse al extremo de que cualquier servidor público contra el cual se haya instaurado un procedimiento por el indebido ejercicio de sus funciones, renuncie o deje el cargo que ocupa en el servicio público con la única finalidad de evadir la sanción que se le pudiera imponer.” PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

CUARTO. Análisis de la conducta. La autoridad investigadora en el informe de presunta responsabilidad imputó a la presunta responsable haber incurrido en la falta administrativa grave de abuso de funciones, contenida en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; lo que realizo sustancialmente tomando como motivo de tal antijurídico los argumentos siguiente:
“V.- Narración lógica y cronológica de los hechos que dieron lugar a la comisión de la presunta falta administrativa.
I. - En Fecha veintiuno de octubre del año dos mil diecinueve el Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular recibió escrito de fecha 18 de octubre del año 2019. presentado por la **********, escrito signado por el C. ********** y Otros, el primero en su calidad de Presidente de dicha asociación.

II. - En esa misma fecha veintiuno de octubre del año dos mil diecinueve; esta Autoridad Administrativa radico escrito de denuncia con el número de expediente ********** número de folio **********.

En dicho acuerdo se ordenó que en ejercicio de las facultades de investigación de esta autoridad administrativa, con fundamento en los artículos 97 y 98 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí se ejercitará la investigación correspondiente, requiriendo la comparecencia de cuantos servidores públicos, particulares y demás partes que hayan participado en los hechos denunciados y que les resulte declaración, así como todas las diligencias que se consideren pertinentes para arribar a una realidad jurídica.

III. - Una vez ordenadas todas y cada una de las diligencias de investigación, dentro de los autos del presente expediente en que se actúa, se solicitó mediante oficio el siguiente informe para acreditar la competencia de esta autoridad administrativa allegándose de los documentos que comprueben la adscripción y la calidad del servidor público involucrado;

1. - Escrito de fecha veintidós de octubre de dos mil diecinueve, mediante el cual fue requerida la: C. **********, Directora de Servicios Administrativos Del Sistema Educativo Estatal Regular, con el fin de remitir a esta autoridad administrativa, copia certificada del nombramiento, ultima percepción económica percibida, centro de trabajo, antigüedad, tipo de contrato, régimen laboral bajo el cual está contratado, RFC, domicilio registrado y sanciones que pudieran tener el servidor público **********, el cual fue respondido mediante oficio ********** instrumentos que obran a fojas 12 a 16 del presente expediente en que se actúa, quedando colmado el requerimiento de mérito.

En ese tenor; es que quedo acreditada la competencia material y jurídica de este Órgano Interno de Control, una vez allegada esta autoridad administrativa de los instrumentos en copia certificada que acreditan al servidor público involucrado y presunto responsable como trabajador adscrito a ese Sistema Educativo Estatal Regular.
2.- Así mismo y con la finalidad de allegarse de elementos probatorios, en fecha 23 de octubre del año 2019, mediante oficio **********, fue requerido el denunciante **********, a efecto de que se sirviera remitir los libros contables de la institución educativa **********., oficio que fue respondido mediante escrito de fecha veintinueve de octubre del año dos mil diecinueve, aduciendo el requerido bajo protesta de decir verdad, no tener en su posesión los libros contables referidos, instrumentos que obran a fojas 19 a 21 del presente expediente en que se actúa.
3.- En diversa fecha seis de noviembre del año 2019, esta autoridad administrativa en ejercicio de sus funciones de investigación se constituyó en el domicilio ubicado en **********. a efecto de realizar visitas de verificación y recabar entrevistas con el personal adscrito a la escuela primaria ********** a efecto de allegarse de mayores indicios para arribarse a una realidad jurídica, instrumentos que obran a Cojas 24 a 45 del presente expediente en que se actúa.
4.- En fecha 12 de diciembre del año dos mil diecinueve, esta autoridad investigadora recibió escrito signado por el C. ********** y otros, donde se sirve anexar oficio **********, mediante el cual se advierten los responsables de la asociación de padres de familia de la escuela primaria ********** instrumento que obra a fojas 168 a 173 del expediente en que se actúa.

.

5.- En el mismo orden de ideas, este Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, en fecha veinticinco de enero del año dos mil veinte, se constituyó en el domicilio ubicado en la calle **********, a efecto de celebrarse la visita de verificación correspondiente y allegarse de mayores indicios para arribarse a una realidad jurídica, instrumento que obra a tojas 197 del presente expediente en que se actúa.
6.- Dentro de la misma investigación, en fecha cuatro de marco del año dos mil veinte, se llevó acabo el acta de hechos, referente al hallazgo de las documentales consistentes en Pólizas de Libros contables de la **********, instrumento que obra a fojas 199 y 200 del presente expediente en que se actúa.
7.- En techa dieciocho de diciembre del año dos mil veinte esta autoridad administrativa recibió escrito signado por el C. ********** Presidente de la **********, de la **********, mediante el cual se sirvió hacer llegar 4 recibos de pago de la asociación de padres de familia firmados por la presunta responsable, mediante los cuales la misa recibía dinero para si (sic) administración y ejecución de pagos, instrumentales que obran a fojas 275 a 279 del presente expediente en que se actúa.
8.- En fecha dieciocho de diciembre del año dos mil veinte esta autoridad administrativa realizo entrevistas a los C.C. ********** y **********, quienes comparecieron ante esta autoridad investigadora en su carácter de Presidente y Tesorero respectivamente de la **********, entrevistas que obran a fojas 281 a 289.
De la anterior etapa de investigación se procede a determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones constitutivos de falta administrativa imputada al presunto responsable;
Durante la investigación se recabaron pruebas consistentes en recibos a nombre de la C. **********, en donde la misma recibía dinero en especie proveniente de la asociación de padres de familia, para la ejecución de pagos de bienes y servicios para escuela primaria oficial **********, dichos recibos según se desprende de los mismos, estos movimientos son de fechas 07 de noviembre del año 2014, recibos que obran a fojas 275 a 279 del presente expediente en que se actúa, recibos que si se adminiculan a los relatos de entrevista de las actas de fecha 18 de diciembre del año dos mil veinte, que obran a fojas 281 a 289 en donde se desprenden los dichos de los C.C. ********** y ********** en su calidad de Presidente y Tesorero de ********** en los cuales señalan entre otras cosas a ver entregado dinero a la presunta responsable C. ********** como directora de la institución para efecto de realizar a título personal pagos por bienes y servicios de la escuela primaria en mención, por lo anterior resulta necesario citar las funciones que son atribuibles a los directores de las escuela primarias según; ACUERDO NUMERO 96, QUE ESTABLECE LA ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO DE LAS ESCUELAS PRIMARIAS, Publicado en el Diario Oficial de la Federación el Martes 7 de Diciembre de 1982,
“...CAPITULO IV
Directores

ARTÍCULO 14.- El director del plante es aquella persona designada o autorizada, en su caso, por la Secretaria de Educación Pública, como la primera autoridad responsable del correcto funcionamiento, organización, operación y administración de la escuela y sus anexos.
ARTICULO 15.- En sus ausencias temporales el director será suplico por el profesor de mayor antigüedad en la escuela y que atienda el grado más alto.

En caso de que la falta exceda de una semana, lo suplirá la persona designada por la dirección o delegación general correspondiente.
ARTICULO 16.- Corresponde al director de la escuela:

I.-Encauzar el funcionamiento general del plante a su cargo, definiendo las metas, estrategias y política de operación, dentro del marco legal, pedagógico, técnico y administrativo que le señalen las disposiciones normativas vigentes;

II-Organizar, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar las actividades de administración, pedagógicas, cívicas, culturales, deportivas, sociales y de recreación del plantel;

III.-Acatar, difundir y hacer cumplir en el plantel las disposiciones e instrucciones de la Secretaria de Educación Pública, emitidas a través de las autoridades competentes;
IV.-Representar técnica y administrativamente a la escuela;

V.-Estudiar y resolver los problemas pedagógicos y administrativos que se presenten en la espuela, así como plantear ante las autoridades correspondientes, aquellos que no sean de su competencia;

VI.-Suscribir la documentación oficial del plante, evitar que sea objeto de usos ilegales, preservarla de todo tipo de riegos y mantenerla actualizada;
VII.- Elaborar el plan de trabajo anual de la escuela y presentarlo al inspector escolar y demás autoridades competentes dentro del primer mes de labores;
VIII.-Revisar y aprobar, en su caso, el plan de trabajo anual que, para desarrollar el programa de educación primaria vigente, elabore el personal docente, controlando que aquél se adecue a las técnicas pedagógicas aplicables;
IX.-Dictar las medidas necesarias para que la labor del personal docente se desarrolló ininterrumpidamente, de conformidad con el calendario escolar y los planes de trabajo autorizados;

X.-Proporcionar la información que, a través de sus autoridades competentes, le requiera la Secretaria de Educación Pública en el tiempo que ésta señale;

XI.-Tramitar, ante las autoridades competentes, el permiso necesario para la celebración de actividades didácticas, culturales o recreativas que se realicen fuera del plantel;
XII.-Autorizar la celebración de eventos y espectáculos públicos relacionados con las actividades propias del plantel, previo permiso de la dirección o delegación general correspondiente. Los actos a que se refiere esta fracción no deberán causar gravamen económico al alumno;
XIII.-Organizar y coordinar el desarrollo de las actividades de inscripción, reinscripción, registro, acreditación y certificación de estudios;
XIV.-Dietar las medidas necesarias para garantizar la atención de los grupos que eventualmente queden sin maestro;
XV.-Elaborar y mantener actualizado el inventario de los bienes del activo fijo del plantel y notificar a las autoridades correspondientes las modificaciones que sufra el mismo;
XVI.-Cuidar de la conservación del edificio escolar y sus anexos, vigilando que los mismos reúnan las condiciones necesarias de seguridad, funcionalidad e higiene;
XVII-Informar a las autoridades competentes acerca de las necesidades del plantel, en materia de capacitación del material docente, ampliación del inmueble, equipos y materiales didácticos;
XVIII.-Supervisar la adquisición y distribución del material didáctico y el correcto uso de equipos y demás instalaciones materiales;

XIX.-Convocar a la integración, en su caso, del Consejo Técnico Consultivo de la escuela dentro de los primeros quince días del inicio del año escolar;
XX.-Formar parte del Consejo Técnico Consultivo de la zona, participar en sus deliberaciones y dar cumplimiento a los acuerdos y recomendaciones que en éste se adopten;
XXI.-Aplicar las medidas disciplinarias a las que hace referencia este ordenamiento;
XXII.-Llevar un registro de entrada y salida del personal, así como uno en que se anoten recomendaciones del inspector escolar y otras autoridades competentes;
XXIII.-Supervisar el cumplimiento de la obligación de rendir honores a la bandera nacional los días lunes de cada semana, en los términos de las disposiciones legales aplicables:
XXIV.-Radicar en la comunidad donde preste sus servicios;
XXV.-Abstenerse de abandonar sus labores dentro del plantel, así como de disponer del personal o edificio y equipo escolar para atender ocupaciones particulares, Y
XXVI-Realizar las demás funciones que siendo análogas a las anteriores le confieran este ordenamiento y otras disposiciones aplicables.
De lo anterior haciendo un contraste de las conductas que se desprenden de los instrumentos probatorios antes citados; con las funciones con las que debe cumplir la presunta responsable C. ********** en su carácter de directora, se pone en relieve que solicitar dinero para realizar pagos de bienes y servicios de la escuela primaria, recibir dinero, y en su defecto ejercitar la administración del dinero de la asociación, al no encontrarse expresamente precisado dentro de su manual de funciones, se traduce de forma flagrante en un exceso, atribuyéndose facultades que no tiene conferidas, ya que es de reconocido derecho que el servidor público no le es permitido toda aquella actividad para cual no se encuentre facultado dentro de sus funciones.
Resulta necesario hacer notar a esta autoridad que los actos positivos de ejecución son continuos, pues se traducen en un hacer continuo por parte de la Servidora Publica la C. ********** como directora del plantel educativo, pues su conducta fue reiterada y estas se han desarrollado en actuaciones subsecuentes. Lo anterior concatenado con recibos de pago de fechas 07 de noviembre de 2014, de donde se desprende que la C. ********** recibió dinero en especie para la celebración de pagos, en los cuales la misma firma de puño y letra de recibido, así como los testimonio de los C.C. ********** y **********.
En el mismo orden de ideas resulta necesario encuadrar la conducta con la falta administrativa típica correspondiente, por lo tanto; por los razonamientos antes citados es evidente que la conducta esgrimida de forma presunta por la servidora pública se encuentra tipificada en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que a la letra reza;
... Capitulo II
De las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos
...ARTICULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio

Público..." (SIC)
Asa mismo (sic) esta autoridad investigadora valora que la servidora pública se alejó de la encomienda prevista en el artículo 6º fracción 1 del capítulo II de "Principios y Directrices que Rigen la Actuación de los Servidores Públicos" de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que dispone:

“...ARTICULO 6°. Los servidores públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de, disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público.
Para la efectiva aplicación de dichos principios, los servidores públicos observarán las siguientes directrices:
Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones..."
VI. Infracción que se imputa al presunto responsable y las razones por las cuales se considera cometió la falta.

Derivado del acuerdo de calificación de fecha trece de abril del año dos mil veintiuno, donde se determinó que el sujeto activo; C. **********, con el cargo de Directora de Primaria ********** adscrita al Sistema Educativo Estatal Regular del estado de San Luis Potosí, en el contexto de elemento objetivo incurrió en la falta administrativa grave, prevista en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y de forma simultánea 6º fracción I del capítulo Il de "Principios y Directrices que Rigen la Actuación de los Servidores Públicos" de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que como objeto materia de la conducta tiene el haberse excedido de manera flagrante con la obligación de apegarse a cumplir únicamente con las funciones y atribuciones que tiene expresamente conferidas en el ACUERDO NÚMERO 96, QUE ESTABLECE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS ESCUELAS PRIMARIAS, Publicado en el Diario Oficial de la Federación el Martes 7 de Diciembre de 1982, como circunstancia del incumplimiento se desprende; que la presunta celebró dentro de su carácter de Directora y en ejercicio de sus funciones que son competencia de la Asociación de Padres de Familia, y que recaen sobre la administración de las aportaciones en dinero para la Escuela Primaria Oficial ********** entendiéndose por administración como el conjunto de acciones para gobernar una economía, funciones de las cuales no se encuentra provista la figura del "Director de Primaria" por no encontrarse expresas en ya mencionado acuerdo 96, Por lo cual, al analizar los artículos 6° y 56° de la Ley que Impera en la Materia, en correlación con el multi mencionado acuerdo 96°, esos ordinales publicados en los respectivos Periódicos Oficiales acreditándose de esa forma el carácter de cumplimiento obligatorio en el ámbito de cada una de sus competencias, por lo anterior la C. **********, contaba con la obligación en su carácter de Directora de vigilar el cumplimiento de esas disposiciones en vela.
Una vez acreditada la tipicidad de la conducta de la presunta con los artículos quebrantados, esta autoridad investigadora procede a señalar los elementos de convicción que comprueban la consumación de la conducta que se presume se le atribuye a la C. **********, siendo entonces necesario observar que dentro de la Investigación celebrada por esta autoridad administrativa; se recabaron pruebas que son del interés siguiente:
1.- Ordenes de Servicio de fecha 30 de mayo de dos mil trece mediante las cuales se comprueba el carácter de servidor público adscrito al Sistema Educativo Estatal Regular de la C. **********, en su carácter de "Directora de Primaria" comisionada a la escuela Primaria Vicente Guerrero de C.d. Valles San Luis Potosí.

2.- Cuatro recibos de pago de fechas 07 de noviembre de 2014, de donde se desprende que la C. ********** recibió dinero en especie para la celebración de pagos, en los cuales la misma firma de puño y letra de recibido, firma que coincide con la firma que obra en la identificación consistente en Credencial para votar emitida por el Instituto Federal Electoral a favor de la servidora pública involucrada y cuyos rasgos fisionómicos concuerdan con la investigada, identificación que obra en los recibos en mención.

3.- Entrevistas de fecha 18 de diciembre del dos mil veinte, realizadas a los C.C. ********** y **********, en su carácter de Presidente y tesorero respectivamente, de la sociedad de padres de familia de la primaria **********, en donde de las cuales se desprende que la profesora recibió de los entrevistados dinero en especie, los cuales solicitaba para realizar pagos a título personal en su carácter de directora.
Siendo entonces inconcuso afirmar, por lo anteriores instrumentos probatorios, que la C. ********** incumplió con una disposición administrativa relacionada con el servicio público que tenía encomendado, al no apegarse al cumplimiento de las atribuciones y o funciones expresamente conferidas y excederse en las mismas, incurriendo en falta administrativa grave, al incumplir con lo dispuesto en los artículos 6º y 56º Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que dispone:
... Capitulo Il
De las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos
...ARTICULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para si o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público..." (SIC)
Asa mismo esta autoridad investigadora valora que la servidora pública se alejó de la encomienda prevista en el artículo 6° fracción I del capítulo II de "Principios y Directrices que Rigen la Actuación de los Servidores Públicos" de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; que dispone:
“...ARTÍCULO 6°. Los servidores públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de, disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público.
Para la efectiva aplicación de dichos principios, los servidores públicos observarán las siguientes directrices:
Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones..."
Insistiéndose por las anteriores consideraciones de hecho y de derecho que la C. **********, incurrió en una falta administrativa calificada como grave.”
(Énfasis Añadido)
En ese tenor, cabe precisar que las conductas (actos u omisiones) descritas en el mencionado informe de presunta responsabilidad administrativa son la base con la cual se inició el procedimiento, por tanto, las únicas que podrán analizarse en la presente resolución, criterio de esta Autoridad Resolutora que resulta coincidente de manera ilustrativa, con lo establecido en las tesis cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS CONDUCTAS DESCRITAS EN EL CITATORIO CON EL QUE INICIA EL PROCEDIMIENTO CORRESPONDIENTE COMO INFRACTORAS DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, SON LAS ÚNICAS QUE DEBEN ANALIZARSE AL MOMENTO DE DICTAR LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA.  
 De conformidad con el artículo 21, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, el procedimiento en esta materia inicia con un citatorio en el que deben precisarse los hechos que puedan ser causa de responsabilidad en términos de lo dispuesto en las diversas fracciones del artículo 8 de la citada ley, a fin de que el inculpado conozca los motivos por los que se le considera presuntamente responsable y, consecuentemente, darle la oportunidad de defenderse debidamente en la audiencia que al efecto se celebre. En este sentido, las conductas descritas en el citatorio como infractoras del aludido precepto 8, son las únicas que deben analizarse al momento de dictar la resolución con que culmina el indicado procedimiento, pues de lo contrario se estaría transgrediendo la finalidad antes mencionada, al desconocer el servidor público las causas de responsabilidad en las que pudiera haber incurrido y por las que finalmente se le podría sancionar. Lo anterior no impide que, en caso de declararse la nulidad de la resolución por el vicio de ilegalidad comentado, la autoridad administrativa pueda iniciar un nuevo procedimiento por conductas diversas a las que fueron materia del anterior.” NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 101/2008. Gerardo Olmedo Rocha. 12 de agosto de 2008. Mayoría de votos. Disidente: María Simona Ramos Ruvalcaba. Ponente: Osmar Armando Cruz Quiroz. Secretario: Manuel Poblete Ríos.

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA CONDUCTA ATRIBUIDA EN EL CITATORIO PARA LA AUDIENCIA DE LEY A QUE ALUDE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO PUEDE SER MODIFICADA EN LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. 
 La fracción I del artículo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos prevé la garantía de audiencia, conforme a la cual todo gobernado tiene derecho frente a las autoridades administrativas y judiciales a que se le otorgue oportunidad de defensa por medio del ofrecimiento de pruebas y formulación de alegatos en los casos en que pueda verse afectada su esfera jurídica. Así, la autoridad en el procedimiento administrativo de responsabilidades debe salvaguardar las formalidades esenciales del procedimiento, permitiendo al incoado recabar y preparar las pruebas y alegatos necesarios para su defensa, con el fin de desvirtuar la actuación que al instruirse el citado procedimiento se le imputa. En esas condiciones, la conducta atribuida al servidor público en el citatorio para la audiencia de ley a que alude la señalada fracción I, no puede ser modificada en la resolución que ponga fin al procedimiento administrativo disciplinario, para sancionarlo por una diversa, porque al hacerlo se soslayarían las indicadas formalidades, en tanto que no se brindaría al particular la oportunidad de defensa, al no existir un vínculo entre el proceder atribuido al iniciar el procedimiento, que es el que lo motivó, y el reprochado en la determinación con que concluye, por lo que, en todo caso, al advertir elementos que impliquen una nueva responsabilidad a cargo del presunto responsable, la autoridad está facultada para ordenar la práctica de investigaciones y citarlo para otra audiencia, a efecto de juzgarlo con respecto a la nueva conducta irregular advertida, de conformidad con la fracción III del invocado precepto.” SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  

Revisión contencioso administrativa 79/2009. Contralor Interno en la Delegación Cuauhtémoc del Distrito Federal. 6 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Juan Daniel Torres Arreola.

En este punto, esta Sala reitera que al derecho administrativo sancionador le son aplicables los principios del derecho penal. 
Bajo esa premisa, dada la similitud y la unidad de la potestad punitiva, puede acudirse a los principios penales sustantivos como es el principio de tipicidad, siempre y cuando se tomen de manera prudente las técnicas garantistas del derecho penal. 
El principio de tipicidad se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes y se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción, suponiendo en todo caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones, por lo que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. 
Así, para garantizar debidamente la seguridad jurídica de los ciudadanos, no bastaría con una tipificación confusa o indeterminada que condujera a los gobernados a tener que realizar labores de interpretación para las que no todos están preparados, y de esa manera tratar de conocer lo que les está permitido y lo que les está vedado hacer, siendo esencial a toda formulación típica que sea lo suficientemente clara y precisa como para permitirles programar su comportamiento sin temor a verse sorprendidos por sanciones que en modo alguno pudieron prever. 
En este orden de ideas, el principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, es extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta ni por analogía ni por mayoría de razón.
Encuentra apoyo, en la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro digital 174326, correspondiente a la Novena Época, Materias Constitucional y Administrativa, con número de tesis P./J. 100/2006, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Agosto de 2006, página 1667, con rubro y texto:
“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón”.
(Énfasis Añadido)

Si bien es cierto que al derecho administrativo le son aplicables los principios del derecho penal que este último ha desarrollado, también lo es que esa aplicación no resulta irrestricta, pues para ello es menester que los citados principios sean útiles y pertinentes para la imposición de sanciones administrativas, en lo que no se opongan a las particularidades de éstas, es decir, no siempre y no todos los principios penales son aplicables idénticamente a los ilícitos administrativos.

Así, de conformidad al principio de tipicidad que rige en materia penal, la conducta antijurídica, culpable y punible debe estar perfectamente precisada en una ley formal y materialmente legislativa, expedida con anterioridad al hecho; sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en materia de derecho administrativo sancionador, como es el procedimiento para fincar responsabilidad administrativa a los servidores públicos, la conducta imputada debe describirse de manera clara, precisa y exacta, referente a la acción u omisión sancionable.
En ese orden de ideas, procederemos al análisis de la conducta de abuso de funciones imputada a la presunta responsable **********; respecto de la cual la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, señala:

“ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí , o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.”
(Lo resaltado es propio)
En ese sentido, la conducta de ABUSO DE FUNCIONES, refiere que los servidores públicos incurrirán en responsabilidad por dicha conducta si ejercen indebidamente sus funciones o realizan o inducen actos u omisiones arbitrarios (es decir, aprovechando su posición), para obtener un beneficio propio o para las personas que señalan las leyes, o; para causar un perjuicio. 
Con base en lo apuntado, para tener por configurada la conducta infractora grave del servidor público de abuso de funciones, será necesario que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga para: 
a) Realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios; 

b) Generar un beneficio para sí o para las personas que señala la propia ley, o; 
c) Causar un perjuicio a alguna persona o al servicio público

Es indispensable tener presente que el artículo 109, fracción III, constitucional 
 dispone que el procedimiento de responsabilidad administrativa tiene como objetivo preservar el correcto y eficiente servicio público, pues a través de aquél se sancionan los actos u omisiones de los servidores públicos que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.
Derivado de ello, debe observarse que tanto la Constitución General 
 como la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
 reconocen el principio de presunción de inocencia, cuya finalidad es que la persona cuente con la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el artículo 1° constitucional; por lo tanto, el principio en mención debe ser aplicado en todos aquellos procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado (ius puniendi), en tanto su aplicación y reconocimiento opera para quienes pudieran estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportan el poder correctivo del Estado a través de la autoridad competente.
En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso. 

Asimismo, el principio de presunción de inocencia destaca por la trascendencia que tiene a la órbita del debido proceso al proteger otros derechos fundamentales como la dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irregulares, por lo que impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al acusador para demostrar la culpabilidad de la persona sometida a un proceso o procedimiento; por ende, otorga el derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados a tales hechos, en cualquier materia 
. 
Como se aprecia, es dable afirmar que el derecho administrativo sancionador, al igual que en el derecho penal, se rige por los principios de exacta aplicación de la ley, reserva de ley y tipicidad, de modo que si cierta disposición administrativa prevé una conducta que, realizada por el afectado, conlleve responsabilidad administrativa, dicho actuar debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente fijada; sin que ello, de forma alguna, implique que la inexistencia de una disposición normativa o catálogo que especifique cuáles son todas las funciones de un servidor público y en qué casos de no cumplirlas se incurre en responsabilidad administrativa acarrea, por sí misma, que dicha responsabilidad no se actualiza. 
Ello, en virtud de que el servicio público está rodeado de un cúmulo de obligaciones o atribuciones que no necesariamente están detalladas en forma de catálogo en alguna ley, reglamento, decreto, circular o norma de carácter general sino dispersas en diversos ordenamientos legales que rigen el actuar de la autoridad, además de que hay casos en que dichas atribuciones y obligaciones no necesitan especificarse detalladamente en normas generales, cuando son consecuencia legal y necesaria de la función que realizan.
En conclusión, para fincar responsabilidad administrativa, basta que la conducta del servidor tenga relación con el desempeño de su empleo, cargo o comisión, con independencia de que no se detalle en algún ordenamiento de carácter general y que, con ella, el servicio público correspondiente, en sentido amplio, dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la colectividad resintió algún perjuicio.
Ahora bien, en lo particular, se señala como conducta grave atribuida a la servidora pública la de abuso de funciones, de cuyo análisis de la conducta se tiene lo siguiente:
Sujeto activo con calidad específica. El servidor público. (Situación que se encuentra acreditada en el expediente en que se actúa).
Sujeto pasivo. El ente público federal, estatal o municipal que resulte afectado en su patrimonio o en el servicio público, o bien el particular (persona física o jurídica colectiva) a quien se le cause algún perjuicio. 
Elementos objetivos Es un tipo administrativo que describe una pluralidad de conductas, porque prevé diversas hipótesis de realización alternativa referidas al mismo bien jurídico. 
En el primer supuesto, los elementos del tipo administrativo son: 
a) Conducta de acción que puede consistir en realizar o inducir (verbos rectores) actos u omisiones arbitrarios.
b) Ejercer atribuciones no conferidas o se valga de las que tenga para generar un acto arbitrario. 
c) Beneficio para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios o para socios o sociedades de las que el servidor o las personas antes referidas formen parte. 
d) O bien, causar un perjuicio a alguna persona o al servicio público. 
Elementos normativos 
a)  El beneficio puede consistir en dinero, valores, bienes muebles, bienes inmuebles, donaciones, servicios, empleos y demás beneficios indebidos.
b)  Servidor público, cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles, relaciones de negocios o profesionales. 
c) El perjuicio (privación de las ganancias lícitas que se dejan de obtener). 
Objeto material. 
El beneficio obtenido por el sujeto activo o el perjuicio causado al particular o al servicio público. 
Bien jurídico tutelado por la ley. 
La eficaz prestación del servicio público (principios de legalidad, honradez, lealtad, profesionalismo e integridad). 
La conducta lesiona el bien jurídico tutelado. 

Resultado. 
Se actualiza un resultado de carácter material (beneficios o daños causados) cuando existe un cambio en el mundo fáctico, con motivo de los actos u omisiones arbitrarios. 
Nexo de atribuibilidad. 
Se debe acreditar la correspondencia directa e inmediata entre la conducta desplegada por el servidor público con el resultado material obtenido. 

No debe obviarse el hecho de que la persona servidora pública, en la configuración de la conducta que se analiza, debe ejercer atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tiene, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios. 
En este elemento es importante destacar que, la sola acreditación de la atribución, no sería suficiente para tener por configurado este segundo elemento de la falta administrativa, pues de manera indispensable se requiere acreditar que en el ejercicio de su cargo generará algún beneficio o perjuicio, esto es, se debe exponer de manera precisa y clara, la descripción de las conductas desplegadas por la Presunta Responsable, que permita, más allá de toda duda razonable, identificar el momento en que se materializa el abuso de su atribución, pues si bien es cierto que la Autoridad Investigadora en su  informe de presunta responsabilidad administrativa (IPRA) establece un apartado identificado como “VI. La infracción que se imputa al señalado como presunto responsable, …”, en el que describen la conducta desplegada, lo cierto es que, a juicio de esta Segunda Sala, tal descripción, no genera claridad ni certeza, para acreditar que en el ejercicio de sus funciones la presunta responsable, generará algún beneficio o perjuicio, y que esto, se traduciría a un abuso de funciones por parte de la Presunta Responsable.
De lo anterior es posible determinar que la Autoridad Investigadora, pretende acreditar que la presunta responsable incurrió en la falta administrativa grave e abuso de funciones básicamente al realizar lo siguiente: 
“V. Hechos que dieron lugar a la comisión de la presunta falta administrativa. 

… 2.- fue requerido el denunciante **********, a efecto de que se sirviera remitir los libros contables de la institución educativa **********, oficio que fue respondido mediante escrito de fecha veintinueve de octubre del año dos mil diecinueve, aduciendo el requerido bajo protesta de decir verdad, no tener en su posesión los libros contables referidos, instrumentos que obran a fojas 19 a 21 del presente expediente en que se actúa.
3.- En diversa fecha seis de noviembre del año 2019, esta autoridad administrativa en ejercicio de sus funciones de investigación se constituyó en el domicilio ubicado en ********** a efecto de realizar visitas de verificación y recabar entrevistas con el personal adscrito a la escuela primaria ********** a efecto de allegarse de mayores indicios para arribarse a una realidad jurídica, instrumentos que obran a Cojas 24 a 45 del presente expediente en que se actúa.
4.- En fecha 12 de diciembre del año dos mil diecinueve, esta autoridad investigadora recibió escrito signado por el C. ********** y otros, donde se sirve anexar oficio **********, mediante el cual se advierten los responsables de la asociación de padres de familia de la escuela primaria ********** instrumento que obra a fojas 168 a 173 del expediente en que se actúa.

.

5.- En el mismo orden de ideas, este Órgano Interno de Control del Sistema Educativo Estatal Regular, en fecha veinticinco de enero del año dos mil veinte, se constituyó en el domicilio ubicado en la calle **********, a efecto de celebrarse la visita de verificación correspondiente y allegarse de mayores indicios para arribarse a una realidad jurídica, instrumento que obra a tojas 197 del presente expediente en que se actúa.
6.- Dentro de la misma investigación, en fecha cuatro de marco del año dos mil veinte, se llevó acabo el acta de hechos, referente al hallazgo de las documentales consistentes en Pólizas de Libros contables de la Asociación de Padres de Familia, instrumento que obra a fojas 199 y 200 del presente expediente en que se actúa.

7.- En techa dieciocho de diciembre del año dos mil veinte esta autoridad administrativa recibió escrito signado por el C. ********** Presidente de la Asociación de Padres de Familia, de la escuela primaria oficial **********, mediante el cual se sirvió hacer llegar 4 recibos de pago de la asociación de padres de familia firmados por la presunta responsable, mediante los cuales la misa recibía dinero para si (sic) administración y ejecución de pagos, instrumentales que obran a fojas 275 a 279 del presente expediente en que se actúa.

8.- En fecha dieciocho de diciembre del año dos mil veinte esta autoridad administrativa realizo entrevistas a los C.C. ********** y **********, quienes comparecieron ante esta autoridad investigadora en su carácter de Presidente y Tesorero respectivamente de la Asociación de Padres de Familia de la Escuela Primaria Oficial **********, entrevistas que obran a fojas 281 a 289.

...

Durante la investigación se recabaron pruebas consistentes en recibos a nombre de la C. **********, en donde la misma recibía dinero en especie proveniente de la asociación de padres de familia, para la ejecución de pagos de bienes y servicios para escuela primaria oficial **********, dichos recibos según se desprende de los mismos, estos movimientos son de fechas 07 de noviembre del año 2014, recibos que obran a fojas 275 a 279 del presente expediente en que se actúa, recibos que si se adminiculan a los relatos de entrevista de las actas de fecha 18 de diciembre del año dos mil veinte, que obran a fojas 281 a 289 en donde se desprenden los dichos de los C.C. ********** y ********** en su calidad de Presidente y Tesorero de la Asociación de padres de Familia de la ********** en los cuales señalan entre otras cosas a ver entregado dinero a la presunta responsable C. ********** como directora de la institución para efecto de realizar a título personal pagos por bienes y servicios de la escuela primaria en mención...”

(Énfasis añadido)

De la anterior transcripción NO SE ADVIERTE CON CLARIDAD que con dichas conducta haya generado un perjuicio al servicio público, por omisión en una eficaz prestación del servicio público (principios de legalidad, honradez, lealtad, profesionalismo e integridad); y de igual manera no se desprende que con el hecho atribuido haya obtenido algún beneficio, para si, su cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles, relaciones de negocios o profesionales; lo que  provoca duda razonable para esta Juzgadora que conllevan a deducir que los elementos de convicción aportados por la autoridad investigadora con su informe de presunta responsabilidad resultan insuficientes para acreditar de manera plena la responsabilidad administrativa de la presunta responsable, sin que obste que los hechos pudieren encontrarse acreditados de manera fehaciente con los precitados medios de convicción, pues como previamente fue señalado una cosa es la acreditación de los hechos de que derivan y otra la plena responsabilidad, cuestiones ambas que corresponde probar a la autoridad investigadora; de allí que se considere que la Autoridad Investigadora no acreditó la conducta mediante un juicio de razonabilidad y tipicidad de la falta que atribuyó.
Tal y como se establece en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa -IPRA- es la base de la acusación en los procedimientos de responsabilidad administrativa, por lo que este, debe contener y demostrar la existencia de una conducta típica, antijurídica y culpable.
Así entonces, por lo anterior expuesto es que, para esta Segunda Sala, no se configuran los elementos de la acción de la falta administrativa grave de abuso de funciones atribuida a la presunta responsable.
De tal manera que, atendiendo al principio de presunción de inocencia, la carga de la prueba sobre la materialización de la conducta atribuible a ésta, recae en la autoridad investigadora, quien tenía la obligación de presentar las pruebas que acreditaran de manera plena la conducta arbitraria, lo que constituye la base del principio de duda razonable “in dubio pro reo”, esto es, que cuando no exista contundencia en la acreditación de las irregularidades y la conducta desplegada, se deberá resolver la situación en favor de la presunta responsable, toda vez que no está obligado a probar su inocencia, derivado de que tiene reconocida tal calidad a priori.

Al efecto, cobra aplicación lo determinado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de inconstitucionalidad número 4/200652, que en lo que aquí interesa, es el principio de tipicidad, el cual se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes y se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción. 
También, señaló la Suprema Corte de Justicia, que el principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, debe hacer extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que, si cierta disposición administrativa establece una multa por alguna infracción, la conducta realizada por la persona presunta responsable debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícita ampliar ni por analogía ni por mayoría de razón. 
De la acción de inconstitucionalidad previamente señalada, derivo la jurisprudencia P.J.100/200653, de rubro y texto siguiente:
“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.  De igual forma, se estima oportuno resaltar que en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, por mandato de los artículos 20, apartado B, fracción I de la Constitución y 111 de la Ley General, toda persona imputada debe gozar del principio de presunción de inocencia. Dicho principio, da lugar a que el particular no esté obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de un delito, al no tener la carga de probar su inocencia, puesto que el sistema previsto en la Constitución le reconoce, a priori, tal estado, al disponer expresamente que es la autoridad a quien incumbe probar los elementos constitutivos del delito y culpabilidad del imputado” .

En ese tenor, el principio de presunción de inocencia se constituye como un derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, como consecuencia, a soportar el poder correctivo del Estado.
Por lo que, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador –con matices o modulaciones– debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción y cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso. 
Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia número P./J. 43/201454 (10a), sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del rubro y texto siguiente: 
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia,- deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.” 

Por tal, es importante señalar que no basta con que la autoridad investigadora señale la conducta que se pretende imputar a la presunta responsable, sino que es necesario que en el informe de presunta responsabilidad administrativa, se precise al menos lo siguiente: 
a) Desglose los elementos del tipo administrativo que estima se actualizan respecto a los hechos que atribuye al presunto responsable.

b) La fuente obligacional de la que deriva la falta administrativa que le atribuye, debiendo no solo citar el precepto normativo, sino realizar un análisis de las atribuciones conferidas, a efecto de llevar a cabo el correcto encuadramiento entre la conducta realizada por el presunto responsable y los verbos rectores que integran el tipo administrativo transgredido.

c) En atención a que el tipo administrativo prevé diversas hipótesis de realización alternativa, puntualizar la que en la especie se actualizan y con ello, el verbo rector que específicamente corresponde. 

d) La precisión y justificación de los elementos de la falta administrativa que estima se actualizan, ya que no basta la simple transcripción del mismo o su desglose.
e) La forma de intervención del presunto responsable.

f) Las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se suscitaron los hechos.

g) Los datos de prueba exactos y precisos con los que se acreditan los elementos de la falta que atribuye a la presunta responsable.

Por todo lo expuesto debidamente fundado y motivado, esta Segunda Sala determina que no se acredita el elemento de la acción de la falta administrativa de ABUSO DE FUNCIONES, respecto de la conducta atribuible a la Presunta Responsable **********, en su carácter de ********** lo que se traduce en que no está satisfecho el derecho fundamental de la legalidad, por atipicidad en la falta administrativa de abuso de funciones que le es imputada, en razón de que la Autoridad Investigadora no cumplió con la carga probatoria que le corresponde; fundamentalmente, porque las pruebas aportadas en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa -IPRA-, no logran demostrar dicho elemento; en consecuencia, no existen elementos suficientes que desvirtúen la presunción de inocencia del servidor público sujeto al procedimiento que se resuelve.

Finalmente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 217 y 218 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se informa a las partes del procedimiento que la presente resolución puede ser controvertida a través del Recurso de Apelación ante este Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la presente resolución.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3°, fracción IV, inciso e), párrafo segundo y 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es de resolverse y se
R E S U E L V E:

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver el presente procedimiento de responsabilidad administrativa.

SEGUNDO. Se determina que no existen elementos suficientes para declarar plenamente responsable a **********, en su carácter de ********** en la comisión de la falta administrativa grave definida como abuso de funciones en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a las consideraciones expuestas en la presente resolución.
TERCERO. Toda vez que no existen elementos suficientes para declarar plenamente responsable a **********, en la comisión de la falta administrativa grave imputada por la Autoridad Investigadora en el presente procedimiento, no procede determinar sanción alguna en contra de la sujeto a procedimiento.

CUARTO. Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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� Época: Novena Época, Registro: 166079, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Octubre de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.1o.A.176 A, Página: 1639 
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� Época: Novena Época, Registro: 165686 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXX, Diciembre de 2009, Materia(s): Administrativa Tesis: I.7o.A.672 A Página: 1638. 


� Art. 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: […] III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. […]


� Art. 20. […] B. De los derechos de toda persona imputada: I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa; […]


� Art. 8. Garantías Judiciales  […] 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. […] Artículo 14  […] 2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.  […]





� Jurisprudencia P./J. 43/2014 “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES”, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 7, junio de 2014, t. I, p. 41.





� Al respecto se comparten las consideraciones vertidas en el criterio 2a.XXXV/2007 “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXV, mayo de 2007, p. 1186.


� Acción de inconstitucional 4/2006. Procurador General de la República. 25 de mayo de 2006. Unanimidad de ocho votos. Localizable en el link siguiente: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/19649, consultado el 4 de noviembre de 2021. 53 Registro digital: 174326; Instancia: Pleno; Novena Época; Materia(s): Constitucional, Administrativa; Tesis: P./J. 100/2006; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1667; Tipo: Jurisprudencia
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